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Los gobiernos de la Unión Europea han
acordado que la crisis económica hay que
enfrentarla con una política monetaria laxa
o procíclica, a base bajos tipos de interés, y
una política fiscal dura o anticíclica, a base
de ajuste y limitación constitucional del
déficit presupuestario.  En consecuencia, los
bancos, que reciben financiación de ese
organismo autónomo de los estados que es
el Banco Central, obtienen crédito barato.
Pero a diferencia de otras coyunturas, ese
crédito no lo utilizan los bancos para con-
ceder crédito a la inversión y al consumo,
sino para sanear sus balances comprando
deuda pública, es decir, garantizada por el
Estado.

Por s parte, el Estado, en este caso el
español, ha decidido que en 2012 tiene que
reducir el déficit de las administraciones
públicas en el equivalente a un 3,2% del
PIB, lo que significa que, con una previsión
de incremento de ingresos de 12.300 millo-
nes de euros, el gasto se va a contraer en
unos 18.000 millones de euros. Es decir, las
empresas que venden bienes y servicios al
estado y los ciudadanos que trabajan en y
reciben  transferencias de las administracio-
nes públicas, verán mermada la contribu-
ción del estado a sus ingresos y al empleo. 

Esos 18.000 millones de euros de recor-
te, de los que unos 4.200 proceden de los
presupuestos de la administración central,
representan una pérdida de  unos 300.000
empleos directos e indirectos. 

Estos datos iniciales plantean con clari-
dad el orden de prioridades en materia de
lucha contra la crisis económica: el objetivo
principal de toda la estrategia montada en
el pacto por el euro plus y las políticas de
ajuste derivadas del mismo es garantizar la
supervivencia del sistema financiero priva-
do, a pesar de que la crisis ha puesto en evi-
dencia  la total ineficacia del mercado libre
para gestionar el crédito internacional a
favor de la producción y el crecimiento eco-

nómico. El equilibrio presupuestario tiene
como objetivo principal, en el consenso
europlusista entre conservadores y social-
liberales, limitar la demanda de crédito del
sector público para facilitar el acceso al mis-
mo al sector privado, en la creencia de que
el aumento de la deuda pública empuja fue-
ra del mercado de crédito a la deuda priva-
da (creencia que no deja de ser menos míti-
ca porque se la denomine con un término
inglés algo tenebroso: crowding out).

El sector conservador de la política del
consenso aprovecha además los ajustes
para avanzar en el desmantelamiento de los
servicios sociales universales. En repetidas
ocasiones se ha oído a representantes tanto
del ala tecnocrática del PP (Cristobal Mon-
toro) como del ala nacional-católica ( Espe-
ranza Aguirre) insistir en que los servicios
sociales públicos deberían servir para aten-
der a los sectores de la población “que más
lo necesitan”. Es la concepción asistencial
de los servicios públicos propia de los neoli-
berales, quienes creen que es a través del
mercado  como los ciudadanos “normales”
tienen que resolver todas sus necesidades
que impliquen trabajo ajeno, incluidas las
educativas y de salud, y llegado el caso, por-
qué no, las de seguridad o justicia.

El desempleo de una parte creciente de
la fuerza de trabajo hace tiempo que dejó
de ser considerado un problema económico
por los partidarios del consenso, para ser
tratado como un problema social, que se
gestiona fundamentalmente a través de las
políticas educativas y de orden público. El
único tratamiento económico permitido del
problema es en términos de precios, confor-
me a la ideología económica vulgar que
imagina que solamente una reducción sufi-
cientemente grande y sostenida en el tiem-
po del precio (salario) puede hacer aumen-
tar la demanda (empleo) hasta vaciar el
mercado (desempleo).

La alternativa a esta situación pasa por
restablecer el orden de prioridades, situan-
do el trabajo y la creación de valor como
prioridad máxima. Pero esto implica un
cambio radical en la correlación de fuerzas
entre capital y trabajo, hasta revertir el

dominio de los consejos de administración
sobre los consejos de ministros, y en todo
caso, resulta incompatible con el manteni-
miento del sistema de crédito en manos pri-
vadas. Mientras no se llegue a este conven-
cimiento, y se pretenda compatibilizar como
desde el social-liberalismo ajuste y creci-

miento, o como desde  la izquierda de la
izquierda, una banca  pública de fomento
con un mercado de crédito privado,  o que-
rer hacer compatible una política fiscal
expansiva con la estabilidad monetaria de la
zona euro,  las propuestas de la izquierda
sonarán a vana e inerme retórica.

Recortes y rescates

Siguen los ataques a los derechos y a los
pilares del Estado Social

El Gobierno del PP,  ha presentado los
PGE-12 retrasándolos sin justificación algu-
na, a la espera de que pasaran las eleccio-
nes en Andalucía y Asturias, en una acción
más de engaño, mentira y funambulismo
político, estrategia que no les ha salido
bien. Además del gran recorte en el primer
borrador,  cada día nos sorprenden con
nuevas informaciones  que suponen un
saqueo aún mayor de los servicios públicos,
con 10.000 millones menos para los pilares
del estado social: educación y sanidad.

Nada les es suficiente a los mercados y
al Gobierno, que opera en su nombre y a
su servicio. Unido a los ataques sociales se
incluye, con el argumento de aumentar los
ingresos, la llamada “regularización de
capitales” que no es otra cosa que amnistía
fiscal a los defraudadores, una terrible
injusticia para los que pagamos los impues-
tos rigurosamente, porque ya se encargan

de detraernos el IRPF de la nómina, renun-
ciando el estado a perseguir a los estafado-
res y a los que incumplen las leyes.

Tampoco abordan seriamente el Impues-
to de Sociedades de las grandes empresas
–aquellas que facturan más de 1000 millo-
nes al año-  que como reconoce el colecti-
vo de técnicos del Ministerio de Hacienda,
continuarán disponiendo de múltiples vías
de escape para tributar realmente al
16,88%, mucho menos que cualquier per-
sona trabajadora con un sueldo de miseria.

El desmantelar la educación y la sanidad
pública, como se pretende con estos recor-
tes nos llevará, si no lo frenamos, a destruir
las conquistas de decenas de años de lucha
amén de destrozar el futuro de millones de
personas engordando el sector privado.
También estos presupuestos, acaban con la
solidaridad internacional, al prácticamente
eliminar la cooperación al desarrollo. Otras
políticas tan decisivas como la atención a la
dependencia o las políticas activas de
empleo, con más de cinco millones de para-
dos, desaparecen por completo.

Asimismo los recortes del 25% en la
partida de Investigación, Desarrollo e Inno-

vación, al que hay que sumar los de los dos
últimos años, son un ataque letal a la cien-
cia española con el mayor retroceso de la
historia de la democracia. Estos recortes
condenan a la casi paralización al sector
público de investigación, castigando sin
paliativos al principal impulsor de la I+D+i
en España y separándonos aún más de la
media europea en relación al PIB. Si se con-
suma esta situación, el resultado será deso-
lador e irrecuperable, pues supone la para-
lización de proyectos de investigación estra-
tégicos y la condena a la precariedad per-
manente o al exilio interior o exterior de la
generación de jóvenes científicos, tecnólo-
gos y personal de apoyo, mejor formada de
la historia de España. 

Una de las causas fundamentales de
que la crisis se haya manifestado  más
intensamente en nuestro país,  dejándose
sentir especialmente en la destrucción
masiva de empleo, es debido a que nuestra
economía esta basada en mucha mayor
medida que la de los países de nuestro
entorno en sectores de bajo valor añadido,
que utilizan mano de obra poco cualifica-
da, con salarios bajos y precarizados como

única forma de competir, en lugar de de
utilizar la innovación y el conocimiento y
esta parece ser será la tónica de actuación
del gobierno del PP, como lo demuestra la
actual Reforma Laboral, que ya está hacien-
do estragos entre los trabajadores y traba-
jadoras.

En definitiva, estas tremendas agresio-
nes, que no parecen vayan a ser las últimas,
suponen más sufrimiento y exclusión social
para las rentas más bajas y los colectivos
más desfavorecidos, millones de personas,
sin que solucionen ninguno de los proble-
mas que intentan arreglar: van a reducir el
crecimiento y destruir miles de empresas y
de empleo, agudizando la recesión.

Pero no podemos caer en el derrotismo
y la desesperanza, es hora de seguir pele-
ando, como lo ha demostrado el éxito de la
Huelga General del 29 de Marzo y las
impresionantes manifestaciones que la
siguieron y convencer a la ciudadanía de
que es posible otra política al servicio  de la
mayoría. Hemos de recuperar el orgullo de
clase y construir alianzas amplias con obje-
tivos comunes de cambio de modelo eco-
nómico y social.
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